
TEXTO ORIGINAL

L A U D O   A R B I T R A L   Nº  3/2014

Expediente nº 145/2013

En  Córdoba,  a  14  de  noviembre  de  2013,  constituido  el  Colegio  Arbitral  de  
Consumo, compuesto por los siguientes miembros:

PRESIDENTE: 

Don 

VOCALES:  

Doña, por parte de las asociaciones de consumidores y usuarios, y

Don, por parte de las asociaciones empresariales.

SECRETARIO:

Don 

Y actuando como partes:

RECLAMANTE:  

Don 

RECLAMADA:

Vodafone España, SAU

Formalizado el convenio arbitral entre la parte reclamante y la empresa reclamada,  
previamente adherida al Sistema Arbitral de Consumo, se procedió a la celebración de  
Audiencia respecto de la siguiente

RECLAMACIÓN:  La  cancelación  de  la  deuda  que  reclama  la  compañía,  
desaparición de los registros de morosos, concretamente ASNEF y EXPERIAN y  
por último, la indemnización de daños y perjuicios estimada en 500 euros.



- I -

HECHOS

En  el  mes  de  julio  de  2013  el  reclamante  presenta  reclamación  donde  hace  
referencia a dos reclamaciones diferentes una relativa a un contrato de telefonía móvil  
con la compañía reclamada y otro sobre un contrato conjunto de telefonía fija e Internet.  
Respecto de la primera reclamación relativa al teléfono móvil alega lo que sigue:

1.-Niega la existencia de la condición de permanencia de la línea, alegando que es  
cliente de la misma desde 2006. Es por ello que ha solicitado la copia de la grabación del  
contrato el cual alega la compañía obliga a la permanencia.

2.-Niega también que adquiriese a cambio de la supuesta permanencia un terminal  
nuevo. Sugiere que le “han podido suplantar” con su número de línea esa compra.  

Respecto de la reclamación del contrato de telefonía fija e internet reclama que:

1.- El contrato se celebró por vía telefónica.

2.- No pudo disfrutar del servicio porque no funcionaba

3.- Que no recibió atención por parte de la compañía para arreglarlo.

4.- Dada la circunstancia anterior solicitó la baja del servicio y ejerció su derecho  
de  desistimiento,  aunque  en  ningún  momento  recibió  el  contrato  ni  la  carta  de  
desistimiento.

5.- Aun habiendo solicitado la baja siguió recibiendo facturas sobre el servicio en  
cuestión.

- II -

AUDIENCIA:

Llegado  el  día  de  la  audiencia,  sólo  se  persona  ante  el  órgano  arbitral  la  
reclamante que se reafirma en la argumentación obrante en el expediente. La reclamada  
no se persona, sino que presenta alegaciones por escrito y que también obran en el  
expediente.

- III -

Los usuarios  de telecomunicaciones vienen protegidos merced a  una Carta  de  
Derechos aprobado por el Real Decreto 899/2009, de 22 de mayo. Si bien, la protección  
específica que establece en la legislación específica al usuario de telecomunicaciones no  
sustituye, ni menos aún disminuye, la protección y los demás derechos reconocidos de  
forma genérica a todo consumidor y usuario conforme a nuestra legislación. En efecto, los  
usuarios de los servicios de telecomunicaciones disfrutan, como no podría ser de otra  
manera,  de  la  protección  y  los  derechos  reconocidos  en  el  TRDCU así  como  en  la  
normativa autonómica dictada en la materia. La Carta de Derechos del usuario de los  



servicios  de  comunicaciones  electrónicas  viene  a  añadir  un  plus  en  la  tutela  de  los  
intereses y derechos de los consumidores, haciendo, por tanto, de este sector (el de las  
telecomunicaciones)  el  de  mayor  nivel  de  protección  jurídica  de  los  consumidores  y  
usuarios. 

La existencia del compromiso de permanencia ha de estar justificada en el sentido  
de que la validez de tales compromisos de permanencia se encuentra condicionada al  
cumplimiento de una serie de requisitos y condiciones. A saber:

En primer lugar, el compromiso de permanencia ha de corresponderse con algún  
tipo de contraprestación (una rebaja en la factura, la adquisición de un terminal a precio  
inferior al de mercado, etc.) a favor del usuario final. De lo contrario, la exigencia de ese  
compromiso de permanencia, en caso de poner fin a la relación contractual, supondría un  
enriquecimiento injusto por parte de la operadora. El compromiso de permanencia, por  
tanto, como manifestación de la equivalencia de las contraprestaciones (base de todo  
sinalagma contractual) debe reflejar la existencia de una verdadera contraprestación que  
justifique  su  imposición  e  inserción  en  el  contrato.  Por  tal  razón,  la  cuantía  de  la  
penalización debe ajustarse al gasto real que el operador haya sufrido en consecuencia. 

En segundo lugar, el consumidor ha de estar informado siempre de la duración del  
compromiso de permanencia y las consecuencias derivadas de su incumplimiento.

En tercer  lugar,  el  contrato  siempre será  rescindible,  aunque se  le  aplicaría  la  
penalización  pactada.  Por  tanto,  no  existe  obligación  de permanencia  efectiva  con la  
operadora. En el caso de que un usuario solicite la baja del servicio de forma voluntaria  
antes de expirar el compromiso de permanencia, la penalización podrá verse reducida en  
la parte proporcional del tiempo en que se haya permanecido como cliente de la empresa,  
toda vez que durante dicho tiempo el operador ya pudo recuperar parte de la inversión  
supuestamente realizada.

El contrato de suministro de servicios de telecomunicación electrónica se extingue,  
además de por las causas generales de extinción de los contratos, por la mera voluntad  
del  abonado,  derecho  de  desistimiento,  siempre  que  lo  comunique  previamente  al  
operador con una antelación mínima de dos días hábiles al momento en que ha de surtir  
efectos (art. 7 de la Carta de Derechos). Una vez realizada esta comunicación y pasado  
el plazo de los dos días previstos como fecha a partir de la cual surte efecto el derecho de  
resolución del contrato, el operador no podrá facturar ni cobrar cantidad alguna que se  
haya podido devengar, por causa no imputable al usuario final. El art 7 de la Carta de  
Derechos garantiza el derecho causar baja (rescisión) del contrato, por la mera voluntad  
del usuario: derecho de desistimiento. Este derecho básico, reconocido en los arts. 3. b),  
8. k) y 9.2 de la Carta de Derechos, no tendrá consecuencia penal alguna en caso de que  
las condiciones del contrato hayan sido modificadas por el operador o por otras causas no  
imputables  directamente  al  usuario.  El  único  problema  es  la  posible  existencia  de  
compromisos  de  permanencia  y  de  penalización  por  la  obtención  de  beneficios  de  
carácter económico, que ya han sido tratados anteriormente.

Para  ejercitar  este  derecho  de  rescisión  unilateral  del  contrato,  será  necesario  
contactar con el servicio de atención al cliente con que obligatoriamente ha de contar todo  



operador telefónico (art. 26.2 de la Carta de Derechos).

-IV-

De los hechos descritos queda probado, en primer lugar, que no existe o al menos  
no está en posesión de este tribunal ni ha sido presentado por ninguna de las partes un  
contrato que manifieste la permanencia de la línea objeto de reclamación, en segundo  
lugar, que la compañía reclamada no dio el servicio contratado de telefonía fija e internet  
al usuario reclamante y que éste ejerció su derecho de desistimiento no teniendo que  
abonar los gastos contenido en las facturas relativas a este contrato y así lo reconoce la  
compañía en su escrito de rectificación de las facturas en cuestión el día 2 de mayo de  
2013.

Por lo que se refiere a la indemnización por daños y perjuicios ocasionados por la  
inclusión de los datos del reclamante en los registros de morosidad tenemos que hacer  
referencia a los fundamentos de la misma, que estriban en la llamada culpa Aquiliana.  
Esto es, para que nazca la obligación de indemnizar a un tercero es necesario que se den  
los requisitos siguientes: 1) Una acción u omisión antijurídica (en el sentido de culposa o  
dolosa); 2) Un daño efectivo; y 3) Un nexo casual entre el acto u omisión negligente y el  
daño real. 

Pues bien, este Colegio entiende que existe una acción u omisión antijurídica por  
parte  de  la  operadora  (los  incumplimientos  del  contrato  antes  contemplados),  que  
causalmente  provoca  una  serie  de  molestias  y  daños  al  reclamante  (llamadas  
interminables  al  servicio  de  atención  telefónica,  interposición  de  recursos,  etc.).  Sin  
embargo, el problema estriba a la hora de concretar y cuantificar el daño (¿las engorrosas  
llamadas de teléfono efectuadas por el reclamante a los servicios de atención al cliente?;  
¿las esperas interminables?; ¿los cobros indebidos?; ¿el anticipo, por tanto, de fondos sin  
interés aplicable? etc.). Este Colegio entiende, en suma, que tales molestias requieren  
una prueba suficiente, por lo que se estima que la cuantía solicitada (500 €) debe ser  
reducida a la mitad, esto es, 250 €.  

-V-

DECISIÓN:

Por  cuanto  antecede,  este  Órgano  Arbitral  acuerda  por  unanimidad  dictar  el  
siguiente: 

“LAUDO”

“Estimar en parte la pretensión de la reclamante; obligando a la compañía 
reclamada a la cancelación de la deuda que requiere al reclamante, a la eliminación  
de los datos del reclamante de los registros de morosos, concretamente ASNEF y  
EXPERIAN y por último, la indemnización de daños y perjuicios estimada en 250  
euros”.



Al objeto del cumplimiento del presente Laudo arbitral se establece un plazo de 30  
días naturales contados a partir del siguiente al de su notificación.

          Notifíquese a las partes el presente Laudo, haciéndoles saber que aquél tiene  
carácter vinculante y ejecutivo y que es eficaz desde el día de su notificación, así como, 
que, contra el mismo, cabe:

1º.- De conformidad con el artículo 39.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de  
Arbitraje –en la redacción dada por la Ley 11/2011, de 20 de mayo, de reforma de la Ley  
60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje y de regulación del arbitraje institucional en la  
Administración General del Estado–, dentro de los diez días siguientes a la notificación  
del laudo, salvo que las partes hayan acordado otro plazo, cualquiera de ellas podrá, con  
notificación a la otra, solicitar a los árbitros:

a) La corrección de cualquier error de cálculo, de copia, tipográfico o de naturaleza  
similar.

b) La aclaración de un punto o de una parte concreta del laudo.

c) El complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y no resueltas.

d) La rectificación de la extralimitación parcial del laudo, cuando se haya resuelto  
sobre cuestiones no sometidas a su decisión o sobre  cuestiones no susceptibles de  
arbitraje.

2º.-  Recurso de anulación del  laudo ante la  Sala de lo Civil  y de lo Penal  del  
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía por alguno de los motivos que establece el art.  
41.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, que habrá de ser interpuesto 
dentro de los dos meses siguientes a su notificación, y conforme a los trámites del juicio  
verbal,  con las especialidades señaladas por el  art. 42.1 de la Ley 60/2003, de 23 de  
diciembre, de Arbitraje; todo ello en virtud de lo dispuesto por los arts. 40 a 42 de la Ley  
60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

3º.-  Recurso de revisión del  laudo firme conforme a lo establecido en la Ley de  
Enjuiciamiento Civil para la revisión de sentencias firmes (arts. 509 y ss.), en virtud de lo  
dispuesto por el art. 43 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.

Y para que conste firma el presente laudo el Colegio Arbitral, ante la Secretaria del  
mismo, en Córdoba a 7 de enero de 2014.

EL PRESIDENTE DEL COLEGIO ARBITRAL



LOS VOCALES

Ante mí,  SECRETARIA DEL COLEGIO ARBITRAL DE CONSUMO.

Fdo: 


